Henry Alfonso Barragán Ospina Vs Icotec Colombia S.A.S y otros Rad. 66001-31-05-001-2016-00127-02

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

Providencia:

Auto de 28 octubre de 2019

Radicación Nro:
66170-1-31-05-001-2016-00339-02

Proceso:

Ordinario Laboral  

Demandante:

Henry Alfonso Barragan Ospina

Demandado:

Colombia Telecomunicaciones S.A. E.S.P.

Juzgado de origen:
Juzgado Laboral del Circuito de Dosquebradas

Magistrado Ponente:
Julio César Salazar Muñoz

TEMAS:
LIQUIDACIÓN DE COSTAS / ESTIMACIÓN DE LAS AGENCIAS EN DERECHO / EN VIGENCIA DEL ACUERDO 1887 DE 2003 / PORCENTAJE Y CRITERIOS A TENER EN CUENTA / ARTÍCULO 366 DEL CÓDIGO GENERAL DEL PROCESO / SE ANALIZA LA GESTIÓN DE LA PARTE BENEFICIADA CON LA CONDENA.
… para establecer el valor de las costas, deben observarse una serie de circunstancias propias, que se extraen del debate procesal en estricto cumplimiento del canon 366 ibídem, que dispone en su numeral 4º: “Para la fijación de agencias en derecho deberán aplicarse las tarifas que establezca el Consejo Superior de la Judicatura. Si aquéllas establecen solamente un mínimo, o éste y un máximo, el juez tendrá en cuenta, además, la naturaleza, calidad y duración de la gestión realizada por el apoderado o la parte que litigó personalmente, la cuantía del proceso y otras circunstancias especiales, sin que pueda exceder el máximo de dichas tarifas.” (…)
… teniendo en cuenta que el asunto que concentra la atención de la Sala fue iniciado con anterioridad a esa data, el 12 de abril de 2016, la tasación de agencias en derecho se guía por la legislación anterior, que lo es el Acuerdo 1887 de 2003.

Dicho Acuerdo, “Por el cual se establecen las tarifas de agencias en derecho”, en el capítulo que se ocupa de las actuaciones ante la justicia del trabajo –Capítulo II artículo 6º-, establece las siguientes tarifas en procesos ordinarios, a favor del trabajador, para la primera instancia: “Hasta el veinticinco por ciento (25%) del valor de las pretensiones reconocidas en la sentencia…”.
Plasma la parte demandada su inconformidad respecto al monto aprobado por costas procesales, en el hecho de que resultan excesivas en relación con los topes máximos establecidos en el Acuerdo 1887 de 2003, cuando se trata de liquidar las agencias en derecho a favor del trabajador, dado que considera que su actuación fue diligente y activa dentro del proceso, contrario a la labor sin relevancia desarrollada por la parte actora, culpable además de la prolongación del trámite -3 años-, que en todo caso le parece que se encuentran dentro de los parámetros normales. (…)
… es del caso hacer notar al recurrente que los criterios utilizados para fijar el porcentaje de agencias en derecho que debe ser utilizado en caso, se verifican respecto de la parte que triunfó en juicio, pues es su actuación la que tiene que compensar el opositor. La gestión de la recurrente muy seguramente se había analizado si las costas fueran a su favor.
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

MAGISTRADO PONENTE: JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ 

Pereira, veintiocho de octubre de dos mil diecinueve
Acta número 0       de 28 de octubre de 2019
En la fecha, procede la Sala de Decisión Laboral No 3º a resolver el recurso de apelación interpuesto por la parte demandante contra el auto de fecha 28 de enero de 2019 por medio del cual el Juzgado Laboral del Circuito de Dosquebradas  aprobó la liquidación de las costas dentro del proceso ordinario laboral que el señor HENRY ALFONSO BARRAGAN OSPINA le promueve a COLOMBIA TELECOMUNICACIONES S.A. E.S.P., cuya radicación corresponde al Nº 66001-31-05-001-2016-00127-02.

ANTECEDENTES

Mediante sentencia proferida el día 25 de abril de 2018, el Juzgado Laboral del Circuito de Dosquebradas, entre otras disposiciones, declaró que entre el señor Henry Alfonso Barragán Ospina y la sociedad Icotec Colombia S.A.S. en liquidación por adjudicación, existió un contrato de trabajo a término indefinido entre el 1º de octubre de 2013 y el 30 de agosto de 2015, el que fue terminado sin justa causa por el empleador, por lo que condenó a esa entidad al pago de $4.514.000 por concepto de prestaciones sociales, vacaciones, indemnización por no pago de intereses a las cesantías y sanción por despido injusto, a título de indemnización moratoria ordenó pagar un total de $24.150.000.
Posteriormente declaró que Colombia Telecomunicaciones S.A. ESP es solidariamente responsable frente a las condenas impuestas a la empleadora Icotec Colombia S.A.S. en liquidación por adjudicación, como beneficiaria de los servicios prestados por esa sociedad y por el trabajador Henry Alfonso Barragán Ospina, como lo prevé el artículo 34 del C.S.T., salvo, frente a la condena impuesta por concepto de compensación de vacaciones.
Así mismo, se condenó a SEGUROS DEL ESTADO S.A., como llamada en garantía,  a reembolsar a COLOMBIA TELECOMUNICACIONES S.A. E.S.P., de las condenas que se imponen, como deudora solidaria de las impuestas a ICOTEC COLOMBIA S.A.S. –hoy EN LIQUIDACIÓN POR ADJUDICACIÓN –, excepto las vacaciones, pero sin superar el límite máximo o monto asegurado y limites acordados en la póliza, con sus modificaciones o adiciones.

Esta decisión fue confirmada por esta Corporación en providencia de fecha 17 de octubre de 2018. 

Una vez retornó el expediente al Juzgado de origen fueron fijadas, liquidadas y aprobadas las agencias en derecho de primera instancia a favor del actor en contra de los demandados en la suma de $5.732.800.
Inconforme con la tasación efectuada por el a quo, Colombia Telecomunicaciones  interpuso el recurso de reposición y en subsidio el de apelación, al considerar la suma fijada como excesiva, dado que el proceso en ambas instancias no tuvo una duración de más de tres años, la parte inconforme asistió a las audiencias programadas por el Juzgado y por esta Corporación; la gestión de la parte condenada fue diligente, responsable y permanente mientras que la parte demandante no tuvo una actuación relevante, en tanto que el proceso avanzó con normalidad, cumpliendo con el procedimiento establecido.

También cuestiona el hecho de que no se haya condenado en costas a Seguros del Estado S.A. cuando esta sociedad también resultó vencida en juicio. 
En providencia de fecha 2 de julio del año que avanza el juzgado de conocimiento se mantuvo en la tasación de costas realizada, al considerar que tanto el porcentaje asignado a las costas en contra de Icotec Colombia S.A.S. y de Colombia Telecomunicaciones S.A. E.S.P  como la ausencia de condena por este concepto a Seguros del Estado no fueron recurridos en su momento, por lo tanto se encuentran en firme y hacen tránsito a cosa juzgada.
Precisó que de entenderse que la no condena en costas de la aseguradora se entendiera como una omisión del juzgado, lo que correspondía era solicitar la adición de la sentencia dentro de su ejecutoria, tal como lo señala el artículo 287 del Código General del Proceso, petición que tampoco elevó el recurrente.

En cuanto a la tasación de las agencias en derecho estima que atiende los criterios establecidos en el artículo 366 del Código General del proceso, respecto a la naturaleza y duración del trámite, así como la calidad de la gestión de la parte demandante y los lineamientos del Acuerdo 1887 de 2003.

Señaló además que, entendiendo que el funcionario se puede mover entre un mínimo y un máximo en relación con el porcentaje de costas, el que asignó es acorde a dichos criterios, pues corresponde al 20% de la condena impuesta -$28.664.00-, del hasta el 25% que señala la norma como límite máximo.  Así mismo, resaltó el trabajo de la abogada de la parte demandante, quien con una adecuada presentación de la demanda, el aporte de las pruebas pertinentes y una participación activa en el proceso logró el objeto pretendido. 
Por último indicó que la duración del proceso obedeció a la complejidad del mismo, respecto al cual la parte demandada también tuvo un buen desempeño a pesar de que no prosperaron las excepciones formuladas, pero, finalmente la actuación que se analiza es de la parte que salió favorecida con las costas.

CONSIDERACIONES

Problema jurídico

¿El monto reconocido a título de agencias en derecho se encuentra a justado a lo establecido en el Acuerdo 1887 de 2003?
Para resolver el interrogante formulado es necesario hacer las siguientes precisiones: 

1. FIJACION DE AGENCIAS EN DERECHO   

El Código General de Proceso, dispone en su artículo 365 modificado por la Ley 1395 de 2010, la condena en costas a la parte vencida en juicio o  a quien se le resuelva desfavorablemente el recurso de apelación, súplica, queja, casación, revisión o anulación que haya formulado; así como a quien se le resuelva de manera desfavorable un incidente, la formulación de excepciones previas, una solicitud de nulidad o un amparo de pobreza, sin perjuicio de lo dispuesto en relación con la temeridad o mala fe.

Es indiscutible, que para establecer el valor de las costas, deben observarse una serie de circunstancias propias, que se extraen del debate procesal en estricto cumplimiento del canon 366 ibídem, que dispone en su numeral 4º: “Para la fijación de agencias en derecho deberán aplicarse las tarifas que establezca el Consejo Superior de la Judicatura. Si aquéllas establecen solamente un mínimo, o éste y un máximo, el juez tendrá en cuenta, además, la naturaleza, calidad y duración de la gestión realizada por el apoderado o la parte que litigó personalmente, la cuantía del proceso y otras circunstancias especiales, sin que pueda exceder el máximo de dichas tarifas.”
Ahora bien, la normatividad vigente respecto a las tarifas de agencias en derecho es el Acuerdo PSAA16-10554 de 2016, expedido por el Consejo Superior de la Judicatura, acto administrativo que empezó a regir a partir de la fecha de su publicación que lo fue el 5 de agosto de esa anualidad y aplicaba para los procesos iniciados a partir de esta data. En ese sentido entonces, teniendo en cuenta que el asunto que concentra la atención de la Sala fue iniciado con anterioridad a esa data, el 12 de abril de 2016, la tasación de agencias en derecho se guía por la legislación anterior, que lo es el Acuerdo 1887 de 2003.
Dicho Acuerdo, “Por el cual se establecen las tarifas de agencias en derecho”, en el capítulo que se ocupa de las actuaciones ante la justicia del trabajo –Capítulo II artículo 6º-, establece las siguientes tarifas en procesos ordinarios, a favor del trabajador, para la primera instancia: “Hasta el veinticinco por ciento (25%) del valor de las pretensiones reconocidas en la sentencia. Si ésta, además, reconoce obligaciones de hacer, se incrementará hasta cuatro (4) salarios mínimos mensuales legales vigentes por este concepto. (...) En los casos en que únicamente se ordene o niegue el cumplimiento de obligaciones de hacer, hasta cuatro (4) salarios mínimos mensuales legales vigentes. “(...) PARÁGRAFO: Si la sentencia reconoce prestaciones periódicas, hasta veinte (20) salarios mínimos mensuales legales vigentes”. 

La norma, como puede verse, otorga al operador jurídico la facultad de moverse entre los topes mínimos y máximos establecidos en el Acuerdo 1887 de 2003, debiendo antes, analizar los presupuestos a tener en cuenta, dispuestos en la norma trascrita.

2. EL  CASO CONCRETO

Plasma la parte demandada su inconformidad respecto al monto aprobado por costas procesales, en el hecho de que resultan excesivas en relación con los topes máximos establecidos en el Acuerdo 1887 de 2003, cuando se trata de liquidar las agencias en derecho a favor del trabajador, dado que considera que su actuación fue diligente y activa dentro del proceso, contrario a la labor sin relevancia desarrollada por la parte actora, culpable además de la prolongación del trámite -3 años-, que en todo caso le parece que se encuentran dentro de los parámetros normales. 
También cuestiona la ausencia de condena en costas de Seguros del Estado, quien también resultó condenada en virtud al llamamiento en garantía efectuada que le hiciera Colombia Telecomunicaciones S.A. y el alto porcentaje que le fue asignado a las costas a favor del demandante.

Frente a este último punto, le asiste razón al juzgado de conocimiento cuando declara la improcedencia del recurso, dado que la oportunidad para alegar tal omisión y el porcentaje de costas a que fue condenado, era la audiencia de juzgamiento.  Como así no obró, la decisión quedó en firme y no está autorizada la Sala para emitir pronunciamiento al respecto.
En lo que atañe a la suma aprobada a título de agencias en derecho, es claro que su asignación debe estar precedido del análisis de los criterios establecidos en el artículo 366 del Código General del Proceso, análisis que no efectuó el juzgado al momento de fijar dicho monto, sino al resolver el recurso de reposición y en subsidio apelación formulado por Colombia Telecomunicaciones S.A. E.S.P.
En armonía con dicho análisis, al considerar los parámetros establecidos en el ordinal 4º del artículo 366 del C.G.P., se tiene que el proceso tuvo una duración de dos años y medio entre una y otra instancia, debido a la complejidad que presentó su trámite, se hizo necesario recaudar y analizar un buen número de documentos que hacían parte el acervo probatorio, para determinar la existencia de la relación laboral, la solidaridad y la responsabilidad de la aseguradora. La parte demandante estuvo presente en las audiencias programadas por el Despacho.
Ahora, el que el demandante haya reformado la demanda, no es indicativo que la duración del proceso sea imputada al trabajador, toda vez que este es un derecho que le asiste de conformidad con lo previsto en el artículo 28 del Código del Procedimiento Laboral, y el hecho que lo utilicé no puede significar que se trate de una maniobra para dilatar el trámite.
Finalmente, es del caso hacer notar al recurrente que los criterios utilizados para fijar el porcentaje de agencias en derecho que debe ser utilizado en caso, se verifican respecto de la parte que triunfó en juicio, pues es su actuación la que tiene que compensar el opositor.  La gestión de la recurrente muy seguramente se había analizado si las costas fueran a su favor.
En ese sentido entonces, acertada estuvo la decisión de primer grado de reconocer a favor del señor Henry Alfonso Barragán Ospina el 20% de la condena impuesta, a título de agencias en derecho, por lo tanto será confirmada.
Costas en esta instancia a cargo de Colombia Telecomunicaciones S.A.E.S.P.
En mérito de lo expuesto, la Sala de Decisión Laboral No 2º del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, 

RESUELVE

PRIMERO.- CONFIRMAR la providencia proferida por el Juzgado Laboral del Circuito de Dosquebradas el día 28 de enero de 2019.
Sin costas en esta instancia.

Notifíquese, 

Quienes integran la Sala,

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES

        ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN
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